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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN C



Radicado: 11001-03-15-000-2020-04921-00


Accionante: Oscar Mauricio Gil Gómez

CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS
Bogotá D.C., primero (1°) de diciembre de dos mil veinte (2020).

Radicación:
11001-03-15-000-2020-04921-00
Accionante:
Oscar Mauricio Gil Gómez
Accionados:
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura
AUTO ADMISORIO
Oscar Mauricio Gil Gómez presentó escrito de tutela para solicitar la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, al buen nombre, a la igualdad, al trabajo y al acceso a la administración de justicia. Tales garantías las considera vulneradas con ocasión de las sentencias dictadas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, el 31 de mayo de 2019, y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 8 de julio de 2020, que declararon disciplinariamente responsable al accionante y le impusieron una sanción.
Lo anterior, en el trámite del proceso disciplinario con número de radicado 11001-11-02-000-2016-06786-00/02, en el que actuó como quejoso, Alberto Francisco Fajardo Guerra; y como disciplinable, Oscar Mauricio Gil Gómez.
Además, la parte accionante informó que, por medio del telegrama No. 5928, le comunicaron la apertura del proceso disciplinario con número de radicado 110011120002019459200, iniciado en cumplimiento de lo ordenado en la decisión de primera instancia, en la que se adelantaría la audiencia de pruebas y calificación provisional, el 27 de enero de 2020.

Por tanto, el suscrito magistrado requerirá a la parte accionada para que informen el estado actual del proceso disciplinario con número de radicado 110011120002019459200, y quienes intervienen en aquel.
Por otra parte, la parte accionante solicitó, como medida provisional, que se suspendiera (i) la ejecución de la sentencia, y que, en consecuencia, se levantara la sanción impuesta; y (ii) el proceso disciplinario No. 110011120002019459200, iniciado con audiencia de pruebas y calificación, el 27 de enero de 2020.
Para resolver sobre esta solicitud, es preciso tener presente que el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, en el artículo 7 prevé que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente, puede suspender la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere el derecho. También establece que, de oficio o a petición de parte, puede disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público o dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños. 
La Corte Constitucional ha considerado que las medidas provisionales tienen como finalidad: i) la protección de los demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está facultado para “ordenar lo que considere procedente” pero su discrecionalidad es restringida en razón a que la decisión que decrete las medidas provisionales debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”
. 

En el caso concreto, el Despacho encuentra que la parte accionante, para sustentar la medida provisional, afirma que ella es necesaria para evitar la grave e inminente violación de sus derechos al trabajo, al bueno nombre y a no ser investigado dos veces por los mismos hechos, afectados por la ejecución de las sentencias acusadas. Además, expresa que no acceder a esta petición podría hacer ilusoria la inminente tutela de sus garantías constitucionales.

La sustentación que así expone el accionante no viene suficiente para inferir que, de no adoptarse la medida, se tornarían ilusorios los efectos de una eventual orden de amparo. Tampoco muestra el actor, en su petición que, la lesión que protesta en sus derechos fundamentales no pueda ser evitada con el fallo que corresponda proferir en virtud de este trámite constitucional, que tiene las características de ser un procedimiento preferente y sumario, conforme al artículo 1 del Decreto 2591 de 1991. En consecuencia, esta Judicatura negará la medida provisional solicitada.
El Despacho, al encontrar reunidos los requisitos previstos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y por ser competente para conocer del trámite de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, en el Decreto 2591 de 1991, en el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y en el Acuerdo de Sala Plena del Consejo de Estado No. 080 de 12 de marzo de 2019,
RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela presentada por Oscar Mauricio Gil Gómez en contra de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.
SEGUNDO: SOLICITAR a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para que, quien tenga el expediente del proceso disciplinario con número de radicado 11001-11-02-000-2016-06786-00/02, informe a este Despacho los nombres y direcciones de las personas que intervinieron dentro del citado proceso.
TERCERO: VINCULAR a la presente acción, como terceras personas interesadas, a las personas que participen en el proceso disciplinario con número de radicado 11001-11-02-000-2016-06786-00/02, de acuerdo con el informe que se expida en virtud de la orden contenida en el numeral segundo de esta providencia.
CUARTO: NOTIFICAR el presente auto a las partes y a los sujetos vinculados de la forma más expedita posible. Esta providencia deberá ser publicada en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama Judicial.
QUINTO: COMUNICAR a las partes y a los sujetos vinculados que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de dos (2) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).

SEXTO: TENER como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela.
SÉPTIMO: OFICIAR a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para que, quien tenga el expediente del proceso disciplinario 11001-11-02-000-2016-06786-00/02, allegue las siguientes piezas procesales a este Despacho, en medio digital, en el término de dos (2) días contados a partir de la notificación de la presente providencia: (i) queja disciplinaria presentada por Alberto Francisco Fajardo Guerra y su escrito de ampliación; (ii) auto de corrección y aclaración de la sentencia del 31 de mayo de 2019, dictado del 5 de agosto de 2019; (iii) recurso de apelación interpuesto por el disciplinado contra la sentencia del 31 de mayo de 2019; (iv) constancias de notificación de las sentencias del 31 de mayo de 2019 y del 8 de julio de 2020; (v) prueba documental allegada por la Secretaría Distrital de Movilidad que certificaba que el quejoso tenía licencia de conducción, previo examen médico realizado el 2 de agosto de 2015; (vi) audiencia de pruebas y calificación provisional del 6 de junio y 2 de octubre de 2018; (vii) audiencia del 16 de octubre de 2018; (viii) escrito con argumentos defensa presentado por Oscar Mauricio Gil Gómez (visible a folios 22 a 27 del cuaderno); y (ix) versión libre de Oscar Mauricio Gil Gómez. 
OCTAVO: REQUERIR a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, para que informen el estado actual del proceso disciplinario con número de radicado 110011120002019459200, y quienes intervienen en aquel.
NOVENO: NEGAR la solicitud de medida provisional, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
DÉCIMO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.
Notifíquese y Cúmplase,
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-103-18 de 23 de marzo de 2018. 
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